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D esde la perspectiva del derecho internacional, la Carta de la

Tierra es un instrumento nuevo y fascinante (Bosselmann,

2004, 69; Taylor, 1999, 193). Esto se debe en parte a sus orígenes. El

diálogo realizado en el ámbito mundial por miles de grupos de la

sociedad civil y personas individuales, en un período de varios

años, ya de por sí es impresionante. A diferencia de la Agenda 21,

que es el documento de legislación informal negociado por los paí-

ses durante la Cumbre Mundial de Río en 1992, la Carta de la Tierra

representa un consenso mucho más extenso. Probablemente esta

es la primera vez que la sociedad civil global ha creado un docu-

mento con un consenso tan amplio sobre principios globales. Con-

ceptos como integridad ecológica, principio precautorio, toma de

decisiones democráticas, derechos humanos y no violencia, están

bien establecidos dentro del derecho internacional, aunque no

están definidos con tanta claridad como lo están en la Carta de la

Tierra. Más importante aún, la interacción entre todos estos concep-

tos nunca ha sido descrita en ningún otro documento –

ni siquiera en la Agenda 21.

La reputación y credibilidad de la Carta de la Tierra se debe especial-

mente a su enfoque transnacional, transcultural e interreligioso.

Para quienes consideran que existe una crisis de gobernabilidad

global, este enfoque es sumamente importante. Aunque la Carta de

la Tierra no representa la totalidad de la sociedad civil en el ámbito

global, incluyendo, por ejemplo, los intereses corporativos, sí repre-

senta un importante sector de la misma. Por ejemplo, los estados

no podrán ignorar su protagonismo a la luz de su aval de socieda-

des Tipo 2 para el desarrollo sostenible de la Agenda 21 y del Plan

de Implementación de Johannesburgo del 2002. Los estados real-

mente necesitarán establecer alianzas con la sociedad civil, si

desean ejercer control sobre el anárquico poder corporativo global. 

Mientras tanto, la Carta de la Tierra continúa impulsando su lide-

razgo político y moral entre la sociedad civil global. La promoción de

sus principios en más de cincuenta campañas nacionales sobre la

Carta de la Tierra, lo mismo que la gran cantidad de instituciones que

continúan avalándola, constituyen la prueba de su éxito y fortaleza. 

En el contexto de los principios de derecho internacional, la Carta de

la Tierra representa prima facie un borrador de documento legal.

Goza de gran reconocimiento y discusión entre educadores y aca-

démicos en derecho (Kiss y Shelton, 2000, 70; Taylor, 1999; Taylor,

1998, 326). Aunque la legalidad de varios principios de la Carta de la

Tierra está en disputa, a menudo se hace referencia a la mayoría de

éstos en tratados, convenios y otros documentos vinculantes. Con-

ceptos primordiales como el principio precautorio o el desarrollo
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sostenible (aún) no han sido reconocidos como principios de cos-

tumbre o generales del derecho internacional. Sin embargo, se han

convertido en parte integral de la legislación internacional (Birnie y

Boyle, 2002, 84, 115; Kiss y Shelton, 2000, 248, 264). 

En épocas recientes, la “legislación informal” se ha convertido en

una “nueva” e importante fuente de legislación internacional (Kiss y

Shelton, 2000, 46). En contraposición a la “legislación formal“ (tra-

tados, costumbre, principios generales), la “legislación informal”

no es legalmente vinculante. No puede ser ratificada y no tiene nin-

gún efecto legal directo. No obstante, la fortaleza política de la

Agenda 21, otro documento de legislación informal, ha surgido

como un documento influyente en la legislación ambiental interna-

cional. Desde 1992, la Agenda 21 ha sido reconocida e implemen-

tada por amplios sectores de la sociedad civil en todo el mundo. Los

gobiernos locales, la pequeña y mediana empresa, las instituciones

educativas y las organizaciones profesionales han formulado esta-

tutos o directrices para el desarrollo sostenible, citando a la Agenda

21 como su principal fuente. Esta nueva clase de “ratificación de

abajo arriba“ ha ejercido una enorme presión política sobre los

gobiernos para que implementen alguna forma de gobernabilidad

para el desarrollo sostenible. Entre todos los tratados y documentos

internacionales que promueven el desarrollo sostenible, ninguno

ha tenido tanto impacto en la práctica como la legislación informal

de la Agenda 21. La Carta de la Tierra puede sacar provecho de este

precedente. Aunque aún no ha sido reconocida como un docu-

mento de legislación informal, cuenta con todos los ingredientes

para llegar a serlo. 

Los Comisionados de la Carta de la Tierra y la Secretaría Internacio-

nal trabajaron por espacio de un año para lograr el reconocimiento

de la Carta durante la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Sostenible

(CMDS), realizada en Johannesburgo en el 2002. Durante su dis-

curso en la sesión inaugural de la Cumbre, el Presidente Mbeki de

Sudáfrica se refirió a la Carta de la Tierra como una “expresión signi-

ficativa de solidaridad humana” y como una parte de “la base sólida

desde donde la Cumbre Mundial de Johannesburgo debe proce-

der”. En los días previos a la clausura de la Cumbre, el primer borra-

dor de la Declaración de Johannesburgo sobre Desarrollo Sosteni-

ble incluyó el reconocimiento de “la relevancia de los retos

planteados en la Carta de la Tierra” (párrafo 13). 

Durante el último día de la Cumbre, en negociaciones a puerta

cerrada, se suprimió la referencia a la Carta de la Tierra de la Decla-

ración Política (Rockefeller, 2002, 2). Sin embargo, la versión final de

la Declaración Política incluyó, en su párrafo 6, una redacción casi

idéntica a la del final del primer párrafo del Preámbulo a la Carta de

la Tierra, que manifiesta que “es imperativo que nosotros, los pue-

blos de la Tierra, declaremos nuestra responsabilidad unos hacia

otros, hacia la gran comunidad de la vida y hacia las generaciones

futuras.” Además, el Artículo 6 del Plan de Implementación de la

CMDS contiene una referencia indirecta a la Carta de la Tierra:

“Reconocemos la importancia de la ética para el desarrollo sosteni-

ble y, por lo tanto, enfatizamos la necesidad de tomar en considera-

ción la ética en la implementación de la Agenda 21”. 

Los documentos de la CMDS reflejan un creciente apoyo internacio-

nal por la ética de la sostenibilidad, como se expresa en la Carta de

la Tierra. Desde Johannesburgo, el reconocimiento internacional ha

avanzado. En octubre del 2003, la XXXII Conferencia General de la

Organización para la Educación, la Ciencia y la Cultura de las Nacio-

nes Unidas (UNESCO) adoptó una resolución reconociendo a la

Carta de la Tierra “como un importante marco ético para el desarro-

llo sostenible”. En noviembre del 2004, durante el Congreso Mun-

dial para la Conservación en Bangkok, la Unión Internacional para la

Conservación de la Naturaleza y los Recursos Naturales (UICN),

aprobó una resolución reconociendo la Carta de la Tierra “como una

guía ética para las políticas de la UICN” y estimulando a sus estados

Miembro “para que determinen el papel que la Carta de la Tierra

puede desempeñar como guía para las políticas dentro de sus pro-

pias esferas de responsabilidad.”

Un paso decisivo hacia el reconocimiento de la legislación informal

sería una resolución de reconocimiento por parte de la Asamblea

General de las Naciones Unidas. Pero aún sin este reconocimiento,

no cabe duda en cuanto al potencial de la Carta de la Tierra. Hay

varios caminos que conducen a que la Carta de la Tierra sea recono-

cida como un instrumento internacional legalmente vinculante. 

Uno de estos caminos es la promoción continua de la Carta de la Tie-

rra a lo interno de los países y entre organismos internacionales. En

este caso, el objetivo es el de incrementar los avales (en sus diferen-

tes formas) hasta el punto en que la Carta de la Tierra alcance cierta

omnipresencia. Este proceso conduciría a su transformación paula-

tina de un instrumento de legislación informal a un instrumento de

legislación formal, de manera similar al proceso mediante el cual los

principios nacientes del derecho gradualmente adquieren el recono-

cimiento y estatus de derecho internacional “habitual” vinculante. 

Otro de los caminos sería su conversión a un Borrador de las Nacio-

nes Unidas para la Carta de la Tierra, ya sea conjuntamente con el

Borrador de Convenio de la UICN sobre Medio Ambiente y Desarro-

llo, o como un documento separado, eventualmente poniéndolo

sobre el tapete para la negociación entre estados. Un camino

alterno sería concentrarse en el contenido de la Carta de la Tierra,

procurando el diálogo con los gobiernos sobre los principios desea-

bles y su implementación en leyes y políticas. En este caso, la Carta

de la Tierra tendría una función de “anteproyecto” muy parecida a la

de la Agenda 21.

Sin embargo, el camino más prometedor de todos es insistir en la

validez de la Carta de la Tierra como un instrumento novedoso de

legislación global. Nunca antes se ha dado el caso de que tantas per-

sonas, de tantos países, que representan tantas culturas y religiones,

alcancen un consenso sobre un tema medular de la humanidad.

Hasta cierto punto, puede celebrarse la Carta de la Tierra como el pri-

mer documento fundador global de la sociedad civil. Este logro,

tanto en términos de cantidad y calidad, coloca a los estados del

mundo en una posición ventajosa. Aquellos estados que durante

mucho tiempo han faltado a su promesa de desarrollo sostenible,

están perdiendo rápidamente su liderazgo político e intelectual.



Desde la Época Westfálica (1648), ha existido la legislación interna-

cional, es decir, legislación entre naciones, pero no la legislación

transnacional o la legislación mundial. El pensamiento legal trans-

nacional o global no es algo nuevo: la sociedad civil promovió los

derechos humanos universales durante la Revolución Francesa y la

Revolución de la Independencia de los EE.UU., para citar un par de

ejemplos. Alcanzó su reconocimiento legal internacional en la

Declaración Universal de Derechos Humanos en 1948. Con cierta

reticencia y algunos tropiezos, los estados aceptaron el concepto de

los derechos humanos como autorizaciones universales preestata-

les. De igual manera, la Carta de las Naciones Unidas de 1945 es un

documento de transnacionalismo, al menos en su principio subya-

cente de responsabilidad colectiva de paz y seguridad. El hecho de

que los estados, en términos generales, hayan luchado para fomen-

tar los derechos humanos, la paz y la seguridad, no desacredita los

convenios globales como la Declaración Universal o la Carta de las

Naciones Unidas. Por el contrario, el incumplimiento de los estados

acentúa la necesidad de dichos instrumentos. 

La Carta de la Tierra llena los requisitos de documento fundador de

legislación global, ya que ningún otro documento internacional ha

señalado el incumplimiento de los estados y pueblos tan clara y enér-

gicamente. Es negarse a aceptar un imperativo en tres dimensiones:

“...que nosotros, los pueblos de la Tierra, declaremos nuestra respon-

sabilidad unos hacia otros, hacia la gran comunidad de la vida 

y hacia las generaciones futuras” (Preámbulo, Carta de la Tierra). 

En derecho, dichos imperativos y responsabilidades generalmente

forman parte del concepto de distribución de justicia. Pero, ¿qué

concepto de justicia se pretende cuando se habla de responsabilida-

des de unos hacia otros, hacia la gran comunidad de la vida y hacia

las generaciones futuras? 

El Informe Brundtland (WCSD, 1987) arrojó dos formas de justicia a

partir del concepto de desarrollo sostenible, esto es, justicia intrage-

neracional (entre las personas que viven hoy) y la justicia intergene-

racional (entre las personas que viven hoy y las del futuro). La res-

ponsabilidad hacia la gran comunidad de la vida no está reflejada

en esta idea: lo que constituye una omisión frecuente en documen-

tos sobre desarrollo sostenible negociados por los estados (por

ejemplo, la Declaración de Río de 1992 y la Declaración de Johan-

nesburgo del 2002).

En contraposición a lo anterior, el cuidado y respeto por la comuni-

dad de la vida son esenciales para la Carta de la Tierra. Son esencia-

les sencillamente porque, en todo proceso evolutivo, no puede

separarse a la vida humana de otras formas de vida. Desde la pers-

pectiva de integridad y sostenibilidad ecológica, de cuidarnos unos

a otros y a las futuras generaciones, resulta inútil si ignoramos la

comunidad de la vida de la cual formamos parte. Si este es un impe-

rativo moral, también debería ser un imperativo legal. 

Así, los abogados debaten si el mundo no humano puede ser parte

de la justitia communis o si debe mantenerse excluida de la justitia

communis. El primer enfoque refleja un nuevo concepto, mientras

que el segundo obedece al concepto tradicional de justicia antropo-

céntrica.

John Rawls, quien se ha dedicado a la configuración de las teorías

contemporáneas de justicia más que cualquier otra persona, ha

sido muy claro: “(el) estado del mundo natural y nuestra propia

relación con éste no es un elemento constitucional imprescindible

ni es un asunto básico de justicia” (Rawls, 1993, 246). Rawls reco-

noce las “obligaciones” con el mundo no humano, pero las describe

como simples “obligaciones de compasión y humanidad”, más que

obligaciones de justicia. Para él, cualquier “convicción meditada”

que incluya el mundo no humano en el plano moral “está fuera del

alcance de la teoría de justicia” (Rawls, 1999, 448). Las gestiones

realizadas para reconciliar el liberalismo político de Rawls con la

justicia ecológica (Wissenburg, 1998; Barry, 2001; Bell, 2002) han

subestimado la persistencia de los paradigmas. ¿Cómo podría

Rawls, o cualquier teórico legal, cambiar su liberalismo antropocén-

trico por el ecologismo no antropocéntrico? La Carta de la Tierra

lanza el desafío del concepto antropocéntrico de justicia. En vista de

que los seres humanos hemos puesto en riesgo la integridad ecoló-

gica de la Tierra, ningún nivel de organización social –económico,

político o legal– está exento del imperativo moral de cuidado y res-

peto por la comunidad de la vida. La prueba está en las circunstan-

cias actuales. Si la Carta de la Tierra está en lo cierto, entonces nece-

sitamos con urgencia un nuevo esquema conceptual de

pensamiento. La justicia debe incluir a la comunidad de la vida

(Bosselmann, 1999; 2005). Con esta percepción, las personas de

todas las culturas y naciones podrán proporcionarle una base sólida

al sueño de legislación global. •
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